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León, Guanajuato, a 26 veintiséis de septiembre del año 2013, dos mil trece. 

V I S T O para resolver el expediente número 307/2013-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por el ciudadano ROBERTO CÉSAR TEJEDA BUENROSTRO, en contra del Director de Fiscalización y Control y del Inspector Alejandro Martín Araiza Navarro, ambos del Municipio de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O:

SEGUNDO.- Que la parte actora impugna la orden de inspección y el acta de infracción, … y la calificación de la infracción e imposición de la multa …. La existencia de los acto impugnados se encuentra acreditada en autos; la del primer acto se acredita con la copia al carbón de la orden de inspección, la del segundo acto se demuestra con la copia al carbón de la citada acta de infracción, mientras que la del tercer acto se acredita con el Estado de Cuenta de Multas Municipales, …, documentales exhibidas a la demanda y que forman parte del sumario. . . . . . . . 
TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De un análisis del capítulo denominado “causales de improcedencia” de la contestación de demanda, se deduce que las autoridades demandadas, en sus respectivos escritos, expresan que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción III del artículo 241 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en virtud de que el acto impugnado se consintió expresamente; sobre el particular se aclara que el precepto invocado por las autoridades demandadas no se aplica en el proceso administrativo, ya que establece las causales de improcedencia del recurso administrativo de inconformidad, de ahí que, se estudiará la causal de improcedencia contemplada en la fracción IV del citado artículo 261, tomando en cuenta que se aduce el consentimiento de los actos impugnados. Causal de improcedencia que resulta INFUNDADA, toda vez que no existe ninguna manifestación de voluntad expresa que entrañe el consentimiento expreso de los actos impugnados, pues a pesar de que la parte actora exhibe el Estado de Cuenta de Multa Municipal, impreso con fecha 14 catorce de mayo del año en curso, de las constancias del presente expediente no se advierte que se haya realizado el pago de la sanción que se le impuso por la presunta comisión de la falta que se le imputa, por tanto, no existe manifestación de voluntad alguna de estar conforme con los actos que se están impugnando en este proceso; por consiguiente, con esta circunstancia no se tiene al actor por consintiendo de manera expresa los actos combatidos, precisamente porque se impugnaron ante este Juzgado dentro del término legal y de haber estado de acuerdo con ellos no los estuviere refutando de ilegales; por otra parte, no se encuentran consentidos tácitamente los actos combatidos, en razón de que la orden de inspección y el acta de infracción, …, esta ultima independientemente de su denominación, por sus características constituye un acta de visita de inspección; de este modo, tomando en cuenta que la emisión de la orden de inspección y de la visita de inspección fue el día 30 treinta de abril del año en curso y que la fecha de presentación de la demanda en la Oficialía Común de Partes de los Juzgados Administrativos Municipales, fue el día 21 de mayo del mismo año, según se advierte del sello de recibido qué obra al reverso de la primera foja de la demanda, se determina que la demanda se encuentra presentada dentro del término legal de 30 días hábiles, previsto en el artículo 263 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Así mismo, las autoridades demandadas en su respectivo escrito de contestación a la demanda, hacen manifestaciones enderezadas en el sentido de que en la especie se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 261, fracción VII, en relación con el 265, fracción VII, ambos del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en virtud de que en la especie el inconforme no vierte concepto de impugnación alguno, es decir únicamente se limita a expresar una serie de manifestaciones sin ningún sentido y que según su apreciación refiere las caracteristicas que en último caso debe contener el acto administrativo, pero que de ninguna forma controvierte el acto impugnado y que lo procedente es decretar el sobreseimiento del proceso. Causal de improcedencia que NO SE CONFIGURA, en razón de que conforme a la técnica jurídica la parte actora sí expresa conceptos de impugnación, puesto que aduce razonamientos lógicos y jurídicos tendentes a desvirtuar la legalidad de la orden de inspección e indica el artículo 16 Constitucional, en relación con el 137, fracciones I, V y VI, del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, como preceptos violados en su perjuicio, además da las razones por la cuales se da la vulneración de esos numerales, pues de las manifestaciones realizadas se deduce que se dirigen a demostrar el por qué se da la ilegalidad de los actos impugnados y se advierte de manera clara la causa de pedir, razón por la cual no se actualiza la causal de improcedencia invocada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Ante la inoperancia de las anteriores causales de improcedencia y advirtiéndose de autos que no se actualiza ninguna otra de las previstas en el citado artículo 261, en el siguiente considerando se estudian los conceptos de impugnación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- Que el actor en el inciso A) de los conceptos de impugnación de la demanda aduce que la orden de inspección y los actos derivados le causan agravios, toda vez que no cumplen los requisitos establecidos por el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con el artículo 137, fracciones I, V y VIII del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, ya que se advierte que ésta fue concebida en tiempo distinto de la posible designación por parte de la autoridad competente, al apreciarse espacios en blanco, los mismos que fueron llenados por los inspectores, no cumpliéndose con exactitud la ley. En tanto, que las autoridades demandadas en su contestación aducen en esencia que de conformidad en lo dispuesto por el artículo 47 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, los actos administrativos se presumen de legales; sigue manifestando que el artículo 34 del Reglamento para el Funcionamiento de Establecimientos Comerciales y de Servicios en el Municipio de León, Guanajuato, dispone que …”de la visita de inspección que se practique, se levantará acta circunstanciada por triplicado en la que se hará constar los siguientes datos y hechos : …”, lo transcribe y comenta cada fracción; al contestar los hechos de la demanda expresa que es cierto el hecho de que practicó la orden de inspección, a efecto de realizar la verificación de que la negociación cumpliera con los requisitos que para su funcionamiento están reglamentados y que quien se ostenta propietario, en este caso el actor, entregara la documentación comprobatoria de ello, derivado de la propia orden de verificación y se sostiene la legalidad del acto impugnado, toda vez que actuaron en términos de ley y no como pretende aseverarlo la actora. . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Concepto de impugnación que resulta  FUNDADO, en mérito de lo siguiente: 

Conforme a lo establecido por el artículo 31 del Reglamento para el Funcionamiento de Establecimientos Comerciales y de Servicios en el Municipio de León, Guanajuato, en toda visita de inspección que se practique, deberá mediar previamente orden por escrito debidamente fundada y motivada, suscrita por el Director de Fiscalización y Control; sin embargo, este numeral se limita a contemplar dos requisitos que debe contener la orden de inspección: que se emita fundada y motivada; y, por autoridad competente. De ahí, que en la especie, procede la aplicación supletoria de la fracción I del artículo 208 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, ya que el referido Reglamento para el Funcionamiento de Establecimientos Comerciales y de Servicios, no prevé algunos requisitos que deberá reunir la orden de visita de inspección, de acuerdo a la citada fracción I; siendo lo anterior así, la orden de visita impugnada, debió expedirse observando los requisitos establecidos en el citado artículo 208 fracción I y que son los siguientes: estar expedida por escrito; expresar el nombre de la persona que deba recibir la visita y cuando se ignore el nombre de ésta, se señalarán los datos suficientes que permitan su identificación; señalar el nombre de los servidores públicos facultados para realizar la diligencia de la visita; indicar el lugar, zona o bienes que han de verificarse o inspeccionarse; expresar los motivos, objeto y alcance de la visita; enunciar las disposiciones legales que fundamenten la verificación o inspección; y, mencionar el nombre, cargo y firma autógrafa de la autoridad administrativa que la emite. De lo expuesto, resulta que conforme a esta fracción, el inspector debe ser autorizado en la propia orden de inspección para practicar la diligencia de inspección, por tanto, sólo cuenta con atribuciones para ejecutar ese mandamiento escrito, más no para designar al visitado ni el domicilio a inspeccionar. . . . . . . . . . . .
Ahora bien, realizando un análisis de la orden de inspección combatida, se advierte que el nombre del visitado, el domicilio en donde se practicó la visita de inspección, el nombre de los inspectores autorizados y la fecha de expedición, se encuentran escritos en letra manuscrita, utilizándose un bolígrafo, por tal razón se estima que fue el inspector demandado quien designó como visitado al ciudadano Roberto César Tejeda Buenrostro y también señaló el domicilio del establecimiento comercial …, pues existe la plena convicción de que fue un inspector quien escribió dichos datos de su puño y letra, sin la voluntad del titular de la Dirección de Fiscalización y Control, de este Municipio, en virtud de que a simple vista en la orden de inspección, se advierte que el espacio reservado para el nombre del visitado, el domicilio, el nombre de los inspectores autorizados y la fecha, se encuentran escritos con letra manuscrita y el resto del contenido del texto del mencionado documento es un formato preimpreso, por tanto, es óbice que se utilizó un formato que tenía espacios en blanco y que este fue llenado con bolígrafo,  por tanto, estas circunstancias nos genera la presunción humana de que los datos descritos en supralíneas fueron puestos de puño y letra de uno de los inspectores que ejecutó la orden de inspección y que levantó el acta de visita de inspección, toda vez que a simple vista por los rasgos de la escritura manuscrita, se aprecia el mismo tipo de letra, tanto en la orden, como en el acta de visita de inspección que obran en autos de esta causa administrativa. Presunción humana que merece valor probatorio de acuerdo a lo establecido por el artículo 130, párrafo segundo, del Código de Procedimientos y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en razón de que en autos no obra prueba alguna que demuestre que los espacios del acta de inspección escritos con letra manuscrita, fueron llenados por el Director de Fiscalización y Control, por lo que no existe duda alguna de que uno de los inspectores llenó de su puño letra los espacios escritos con bolígrafo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por consiguiente, la orden de inspección combatida carece del elemento de validez exigido por la fracción I del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, irregularidad que trae consigo la actualización de la causal de ilegalidad  previste en el artículo 302, fracción I del mismo Código, por lo que se afecta de manera directa e inmediata la esfera de derechos de la parte actora y se viola en su perjuicio el artículo  4 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, por tanto, con fundamento en los artículos 300, fracción II, del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, es procedente declarar la nulidad de la orden de inspección, … la que como primer acto del procedimiento administrativo, a su vez acarrea la ilegalidad de sus actos consecuentes como lo son la visita de inspección practicada en la misma fecha y la calificación de la infracción, a través de la cual se le impone al justiciable una multa …. Lo anterior es así, por derivarse de un acto viciado emitido en el procedimiento administrativo de origen, como lo es la orden de inspección, la que por su sola emisión causa perjuicios jurídicos a la impetrante. Al respecto, resulta ilustrativo el criterio sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Séptima Época, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis 565, Página 376, bajo el rubro: “ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE.  Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se  harían en alguna forma  partícipes de tal  conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo  expuesto y  además con  fundamento en los  artículos 243 párrafo  segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracciones II y 302 fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD de la Orden de Inspección, … y de sus actos consecuentes como lo son la vista de Inspección practicada el mismo día y la calificación de infracción a través de la cual a la parte actora se le impone una multa …; lo anterior, por las razones lógicas y jurídicas expresadas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . .  . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registro de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . . 
Así lo resolvió y firma, en 4 cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . 
ESTA FOJA FORMA PARTE DE LA SENTENCIA DEL 26 DE SEPTIEMBRE DEL 2013, DICTADA EN EL EXPEDIENTE 307/2013-JN.
